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Resumen 

Los hechos de violencia contra la familia como institución básica de la sociedad han conllevado a 

que el Estado Colombiano a partir de la Constitución de 1991 de manera progresiva esté 

expidiendo leyes y políticas orientadas a protegerla y erradicar toda forma de violencia en su 

contra. Es así, que en el presente artículo se abordan las nociones de la Violencia Intrafamiliar o 

violencia doméstica desde la doctrina, la ley y la jurisprudencia. Además, se aborda los 

mecanismos legales y jurisprudenciales con los cuenta la Fiscalía General de la Nación para lograr 

impartir justicia en los casos de Violencia Intrafamiliar y las problemáticas que se presenta en ese 

fiel propósito del órgano de persecución penal, las cuales no son de tipo legal sino sociocultural, 

que influye en las víctimas y las llevan a no declarar en contra de su agresor, lo que implica que la 

mayoría de los casos terminen con sentencias absolutorias, lo cual redunda en impunidad y 

obstaculiza el propósito estatal de erradicar toda forma de violencia. 

Palabras clave: Violencia Intrafamiliar, Centro de Atención e Investigación Integral contra la 

Violencia Intrafamiliar (CAVIF), familia, protección, justicia. 
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Abstract 

The acts of violence against the family as the basic institution of society have led the Colombian 

State, starting from the 1991 Constitution, progressively to issue laws and policies aimed at 

protecting it and eradicating all forms of violence against it. Thus, in this article, the notions of 

Domestic Violence or domestic violence are addressed from doctrine, law, and jurisprudence. In 

addition, the legal and jurisprudential mechanisms available to the Office of the Attorney General 

of the Nation to achieve justice in cases of Domestic Violence are discussed, as well as the 

problems that arise in this faithful purpose of the criminal prosecution body, which are not of a 

legal nature but sociocultural, influencing the victims and leading them not to testify against their 

aggressor, which implies that the majority of cases end in acquittals, resulting in impunity and 

hindering the state's purpose of eradicating all forms of violence. 

Keywords: Domestic Violence, Center for Comprehensive Care and Research against Domestic 

Violence (CAVIF), family, protection, justice. 

 

 

Introducción 

La familia es la ‘institución básica de la sociedad’ según lo establece la Constitución 

Política de 1991, cuya unidad y armonía se ve amenazada o lesionada por actos de violencia entre 

sus integrantes. Ese fenómeno delictivo genera graves consecuencias no solo para la víctima 

directa, sino para todos los miembros del núcleo familiar, especialmente las mujeres, niñas, niños 

y adolescentes (NNA), adultos mayores y personas con discapacidad. 

La Violencia Intrafamiliar tiene características particulares que la diferencian de otros tipos 

penales, una de ellas es el espacio en que ocurre (violencia de habitación o puerta cerrada), los 

actores que intervienen (familiares próximos), los factores psicológicos (dependencia emocional, 

perdón y olvido) que influyen activamente en el desarrollo del proceso penal (indagación, 

investigación, juzgamiento), convirtiéndose en un obstáculo al momento de procurar una sentencia 
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condenatoria en contra del autor de esos actos. 

En consecuencia, se generan varias problemáticas que dificultan la impartición de justicia 

en las investigaciones del delito de Violencia Intrafamiliar (Ley 599 de 2000, art. 229), las cuales 

se evidencian tempranamente desde los Centros de Atención e Investigación Integral contra la 

Violencia Intrafamiliar (CAVIF). Es así, que entre la indagación, investigación y hasta antes de 

iniciarse el juicio oral muchas víctimas se desinteresan en el proceso por diferentes causas, unas 

porque se encuentran inmersas en el ciclo de violencia (conflicto, violencia, justificación - 

reconciliación, normalidad); otras porque con el paso del tiempo restauran la relación con el 

agresor y retoman el derecho contenido en el artículo 33 de la Constitución Política (1991), y el 

artículo 385 de la Ley 906 de 2004 para no declarar en contra del cónyuge, compañero permanente 

o familiares más próximos; otras porque se rehúsan a no declarar bajo al amparo del artículo 33 de 

la Constitución Política a pesar de que no tienen ningún vínculo vigente con su agresor, y otras 

porque se desaparecen voluntariamente y no es posible ubicarlas para hacerlas comparecer al 

proceso. 

Ante ese panorama, se hace necesario profundizar sobre los obstáculos que enfrenta la 

Fiscalía General de la Nación en la persecución penal del delito de Violencia Intrafamiliar y que 

pueden incidir directamente en los avances o retrocesos al momento de buscar una eficaz 

impartición de justicia. Lo anterior conlleva a plantear ¿Cuáles son los obstáculos que enfrenta la 

Fiscalía General de la Nación en el ejercicio de la acción de persecución penal en contra de la 

Violencia Intrafamiliar? 

El artículo se desarrolló bajo la metodología de revisión normativa, jurisprudencial y 

doctrinal respecto de la Violencia Intrafamiliar, mediante un análisis descriptivo desde la 

interpretación sistemática del derecho. 

Así mismo, se trabajó sobre la postura teórica del realismo jurídico, mediante el cual, se 

analiza el ordenamiento jurídico vigente a la luz de las realidades sociales imperantes, es decir, en 

este caso, la estructura normativa vigente en materia del delito de Violencia Intrafamiliar, las 
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capacidades institucionales para su investigación y las diferentes situaciones de orden social, 

cultural, económico, que se presentan en las víctimas de esta conducta punible y que permitirá 

demostrar las dificultades que atraviesa actualmente la sanción penal efectiva en esta materia. 

 

 

Violencia doméstica: antecedentes de protección 

La institución de la Familia se empieza a reconocer y proteger materialmente a partir de la 

Constitución Política de 1991, la cual dispone en el artículo 5º que el Estado ampara a la familia 

como institución básica de la sociedad, y en el artículo 42 se precisa ese amparo en el sentido de 

una protección integral. 

En consecuencia, a partir del año 1991 la Familia se convirtió en un bien común colectivo 

que goza de protección constitucional, cuyos integrantes deben protegerse de toda forma de 

violencia (física o psicológica). Es así, que esa protección no solo se debe hacer desde el derecho 

administrativo sancionatorio a través de las comisarías de familia, sino desde el derecho penal 

como última ratio. 

Ahora bien, solo hasta el 16 de julio de 1996 se promulgó la Ley 294, Por la cual se 

desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar y 

sancionar la Violencia Intrafamiliar. 

Con dicha ley se buscó proteger a la Familia de toda forma de violencia que tuviera 

capacidad de destruir su armonía y unidad, fijándose estos últimos términos como núcleo esencial 

del bien jurídico tutelado desde el derecho penal. Es así, que el artículo 22 (Ley 294 de 1996) creó 

el tipo penal de Violencia Intrafamiliar con la siguiente descripción: El que maltrate física, síquica 

o sexualmente a cualquier miembro de su núcleo familiar, incurrirá en la prisión de uno (1) a dos 

(2) años. 

Conforme al nuevo tipo penal, el sujeto pasivo y el sujeto activo debían pertenecer al 

mismo núcleo familiar, es decir, se exigía que hubiera convivencia para que se configurara la 
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conducta penal, tal y como lo dejó claro la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 

El 24 de julio de 2000 se expidió la Ley 599 (Código Penal), en el cual se amplió la pena 

de prisión para el delito de Violencia Intrafamiliar. Además, se estableció como una conducta 

subsidiaria y se agravó su pena así (Ley 599 de 2000, art. 229): 

El que maltrate física, síquica o sexualmente a cualquier miembro de su núcleo familiar, 

incurrirá, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor, en 

prisión de uno (1) a tres (3) años. La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes 

cuando el maltrato recaiga sobre un menor. 

De otra parte, en el año 2000 se expidió la Ley 600 (Código de Procedimiento Penal) el 

cual incluyó en el artículo 35 el delito de Violencia Intrafamiliar como uno de los delitos que 

requerían querella para que la Fiscalía General de la Nación pudiera ejercer la acción penal. 

Mediante la Ley 882 de 2004 se suprime del tipo penal de Violencia Intrafamiliar el 

maltrato sexual. Además, se amplió los sujetos pasivos cualificados sobre los cuales recaen los 

maltratos, agravando la pena de prisión. La pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes 

cuando el maltrato, del que habla el artículo anterior, recaiga en un menor, una mujer, un anciano, 

una persona en incapacidad o disminución física, sensorial y psicológica o quien esté indefensión. 

La Ley 890 de 2004 aumentó la pena de los delitos del Código Penal. Es así, que la pena 

de prisión de la conducta penal de Violencia Intrafamiliar se aumentó de dieciséis (16) a cincuenta 

y cuatro (54) meses. 

Con la promulgación de la Ley 906 de 2004, también conocida como el Código de 

Procedimiento Penal, se mantuvo como un delito que puede ser denunciado por la víctima la 

conducta de Violencia Intrafamiliar. Sin embargo, la Ley 1142 de 2007 introdujo cambios 

significativos en este delito. Se aumentó la pena de prisión de cuatro (4) a ocho (8) años, 

convirtiéndolo en un delito que las autoridades pueden investigar por iniciativa propia. Además, 

se modificó el sujeto pasivo del delito, pasando de ser un anciano a una persona mayor de 65 años. 

Se añadió agravante cuando el agresor no es parte del núcleo familiar, lo que aumenta la pena de 
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la mitad a las tres cuartas partes, dependiendo de si la víctima es menor, una mujer, una persona 

mayor de 65 años o alguien con discapacidad física, sensorial, psicológica o en estado de 

indefensión. Asimismo, se establece la misma pena para quienes, sin ser familiares, se encargan 

de cuidar a uno o varios miembros de una familia en su hogar o residencia y cometen alguna de 

las acciones descritas en este artículo. 

La Ley 1850 de 2017 redujo la edad de 65 a 60 años para el sujeto pasivo cualificado 

‘persona mayor’. Y la Ley 1959 de 2019 estableció que al momento de imponer la pena a quien 

tenga antecedentes por delitos en contra de algún miembro de su núcleo familiar dentro de los 10 

años anteriores a la ocurrencia del nuevo hecho, se debe hacer a partir del último cuarto. Se 

ampliaron las personas que pueden ser víctimas de maltrato sin requerir que convivan, así: a) Los 

esposos o parejas permanentes, incluso si están separados o divorciados; b) Los padres, aunque no 

vivan juntos, si el maltrato se dirige al otro progenitor; c) Cualquier persona que, sin formar parte 

de la familia, se encargue del cuidado de uno o varios miembros de una familia en su hogar, 

residencia o donde ocurra la conducta. 

Aunado a lo anterior, la Ley 1959 de 2019 habilitó la práctica de la prueba anticipada 

cuando ‘se trate de investigaciones que se adelanten por el delito de Violencia Intrafamiliar’, y 

dispuso que la investigación y juzgamiento de ese delito se debe llevar a cabo mediante el 

procedimiento especial abreviado implementado a través de la Ley 1826 de 2017. 

Para el 16 de marzo de 2021 la Fiscalía General de la Nación expidió la directiva No. 0001, 

Por medio de la cual se establecen directrices generales para el acceso a la justicia, la recepción de 

denuncias, investigación, judicialización y persecución del delito de Violencia Intrafamiliar con 

ocasión de la expedición de la Ley 1959 de 2019. Conforme a dicha directiva, el delito Violencia 

Intrafamiliar no es desistible ni conciliable y se debe realizar una investigación en contexto de 

violencia basad en género; se dispone que al momento de recepcionar una denuncia por este delito 

se debe diligenciar el ‘Formato de identificación del riesgo (FIR)’, y en caso de arrojar un riesgo 

extremo se debe iniciar de inmediato los actos urgentes. También se dispone que (Directiva 001 
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de 2021): 

El Fiscal delegado deberá hacer uso de todas las herramientas de investigación y 

actividades de policía judicial contempladas por la Ley 906 de 2004, así como a todos los 

medios de prueba consagrados en el ordenamiento jurídico nacional. Por ejemplo, podrá 

ordenar a la policía judicial, previo cumplimiento de los requisitos legales, la interceptación 

de las comunicaciones del agresor o sus familiares, la realización de búsquedas selectivas 

en bases de datos, allanamientos, inspección al lugar de los hechos, labores de campo, la 

toma de declaraciones de familiares y vecinos, la retención de correspondencia, 

recuperación de información producto de la transmisión de datos a través de las redes de 

comunicaciones y demás actividades que se consideren pertinentes para realizar la 

adecuación típica. Por tratarse de un delito investigable de oficio, los particulares y 

funcionarios públicos tienen el deber de denunciar las conductas de las que tengan 

conocimiento que puedan constituir el delito de Violencia Intrafamiliar. 

 

 

Generalidades de la Violencia Intrafamiliar 

Según la doctrina la Violencia Intrafamiliar, hace referencia al abuso de poder sobre los 

miembros más débiles, por eso afecta principalmente a los niños y niñas, a las mujeres, ancianos 

y ancianas y a quienes tienen alguna forma de discapacidad, de ahí que se concibe como toda 

acción u omisión protagonizada por uno o varios miembros de la familia, a otros parientes, 

infringiendo daño físico, psicoemocional, sexual, económico o social, y debe ser entendida como 

un proceso en el que participan múltiples actores, se construye colectivamente en el tiempo y que 

tiene sus propios patrones de reproducción (Sierra, Macana y Cortés, 2006). 

Según su intensidad puede conllevar a afectar otros bienes jurídicos protegidos como la 

vida, la integridad, la autonomía y libertad personal, la integridad y formaciones sexuales, ya que 

el accionar violento puede desembocar en múltiples representaciones como el suicidio, homicidio, 
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feminicidio, desaparición forzada, secuestro, actos o acceso carnal violento, prostitución, entre 

otros. Al respecto Villón et al. (2010, p. 1): 

La Violencia Intrafamiliar o violencia doméstica puede definirse como una situación de 

abuso de poder o maltrato físico o psicológico, de un miembro de la familia sobre el otro. 

Puede manifestarse a través de golpes e incidentes graves, como también insultos, manejo 

económico, amenazas, chantajes, control de las actividades, abuso sexual, aislamiento de 

familiares y amistades, prohibición a trabajar fuera de la casa, abandono afectivo, 

humillaciones o no respetar las opiniones. 

Según Sierra, Macana y Cortés (2006), la principal víctima de Violencia Intrafamiliar es la 

mujer, de ahí que se deba tener en cuenta las definiciones de violencia y daño contra de la mujer 

que establece la Ley 1257 de 2008 en los artículos 2º y 3º, así: 

Artículo 2º la violencia contra la mujer es toda acción u omisión cuyo resultado sea muerte 

u ocasione cualquier tipo de daño o sufrimiento de carácter físico, sexual, psicológico, 

económico o patrimonial por el solo hecho de ser mujer. También es considerada violencia 

contra ella las amenazas, la coacción o la privación de su libertad independientemente del 

ámbito público o privado en que ocurre. Artículo 3º establece las nociones de los diferentes 

daños o sufrimientos que se le puede ocasionar a la mujer, extractándose las siguientes: el 

daño psicológico es el perjuicio en la salud psicológica de la mujer que afecta su 

autodeterminación o desarrollo personal; el daño o sufrimiento físico corresponde a la 

disminución en su integridad personal; el daño o sufrimiento sexual corresponde a toda 

acción violenta de tipo sexualizado de tal manera que anula o limita la voluntad personal 

de la mujer para decidir sobre libertad, integridad y formación sexual, y el daño patrimonial 

corresponde a la pérdida, sustracción, inutilización o retención de los bienes destinados a 

satisfacer sus necesidades. 

Lo establecido en la Ley 1257 de 2008 se encuentra en sintonía con lo dispuesto en el 

artículo cuarto de la Ley 294 de 1996. Este artículo establece que las víctimas de daño físico, 
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psicológico o sexual, amenazas graves, ofensas u otras formas de agresión por parte de un miembro 

de su familia pueden solicitar, sin perjuicio de presentar una denuncia penal si corresponde, una 

medida de protección inmediata para poner fin a la violencia, el maltrato o la agresión, o para 

prevenir su ocurrencia cuando sea inminente. 

En materia penal, la Ley 599 de 2000 tipifica en el artículo 229 el delito de Violencia 

Intrafamiliar y lo describe como el maltrato físico o psicológico a cualquier miembro del núcleo 

familiar. Además, el tipo penal protege a otras personas que no se encuentran vinculadas 

directamente al núcleo familiar como son: el cónyuge o compañeros permanentes así se hubieren 

separado o divorciado, el padre o madre de familia así no convivan en el mismo hogar, la persona 

que esté a cargo del cuidado de uno o varios miembros de la familia en su domicilio o residencia, 

las personas con la que sostiene o se hayan sostenido relaciones extramatrimoniales de carácter 

permanente, que se caracterizan por una clara e inequívoca vocación de estabilidad. Desde la 

jurisprudencia, la Corte Constitucional en Sentencia C-029 de 2009 indicó que: 

El legislador, dentro de su libertad de configuración, ha decidido estructurar un tipo penal 

orientado a sancionar, cuando ocurren en el ámbito familiar, conductas de violencia física 

o sicológica que no tienen la entidad necesaria como para integrarse en los tipos que, de 

manera general, protegen bienes como la vida, la integridad personal, la libertad, la 

integridad y la formación sexuales, o la autonomía personal, y de acuerdo con su tenor 

literal, las medidas previstas en las normas acusadas se desenvuelven en el ámbito de la 

protección integral a la familia, por cuanto lo que se pretende prevenir, es la violencia que 

de manera especial puede producirse entre quienes, de manera permanente, comparten el 

lugar de residencia o entre quienes, de manera quizá paradójica, se encuentran más 

expuestos a manifestaciones de violencia en razón de la relación de confianza que 

mantienen con otra persona (…). 

En Sentencia C-368 de 2014 la Corte Constitucional dispuso que: 

Para la adecuación típica del delito de Violencia Intrafamiliar, como lo enseña la teoría del 
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delito, es necesaria la existencia de antijuridicidad material en la conducta. Señala el 

artículo 11 de la Ley 599 de 2000. “Antijuridicidad. Para que una conducta típica sea 

punible se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien 

jurídicamente tutelado por la ley penal.” En este caso, el bien jurídico tutelado por el tipo 

penal definido en el artículo 229 de la Ley 599 de 2000 es la familia, de tal forma que si la 

violencia, sea cual fuere el mecanismo para infligirla, trae como consecuencia la afectación 

de la unidad y armonía familiar, rompe los vínculos en que se fundamenta esta estructura 

esencial de la sociedad, habrá antijuridicidad, elemento necesario para sancionar 

penalmente la conducta, por cuanto no es la integridad física el bien jurídicamente 

protegido por este infracción penal. 

En Sentencia T-967 de 2014 la Corte Constitucional dispone que: 

La violencia doméstica o intrafamiliar es aquella que se propicia por el daño físico, 

emocional, sexual, psicológico o económico que se causa entre los miembros de la familia 

y al interior de la unidad doméstica. Esta se puede dar por acción u omisión de cualquier 

miembro de la familia. Desde antaño, se ha reconocido que este fenómeno ha sido 

invisibilizado en nuestra sociedad, a partir de la histórica diferenciación entre los conceptos 

de lo privado y lo público, que por décadas ha marcado una pauta de acción estatal nula o 

de indiferencia, cuando se alegaban conflictos al interior del ámbito íntimo de la familia. 

Conforme a las anteriores nociones, la Violencia Intrafamiliar radica en toda acción u 

omisión por parte de un miembro de la familia en contra de otro u otros integrados directa o 

indirectamente tal y como lo determina la ley penal. Además, esa acción u omisión debe tener la 

capacidad y suficiente entidad para afectar la unidad y armonía familiar vista en su conjunto, es 

decir, con todos sus integrantes, independientemente del mecanismo o modo utilizado por el 

agresor para infligir la violencia. 

Ahora bien, si la violencia trasciende a la lesión de otros bienes jurídicos dentro de la 

legislación penal que contemplan mayores penas de prisión a imponer, serán estos tipos penales 
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los que deberán tipificarse y no el de Violencia Intrafamiliar por tratarse de un delito subsidiario. 

La Violencia Intrafamiliar conocida también como violencia doméstica ocurre por lo 

general a puerta cerrada y sin testigos, lo que conlleva a que el proceso penal se fundamente 

principalmente en la versión del víctima, cuya credibilidad y capacidad suasoria en el caso de que 

mantenga su decisión de renunciar a su derecho constitucional a no declarar contra su cónyuge, 

compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad o primero civil, se debe fortalecer mediante la obtención de información legal y elementos 

materiales probatorios que corroboren sus dichos (valoraciones médicas y legales, fotografías, 

videos, mensajes de textos, notas de voz, otros testigos). 

Por lo tanto, los elementos materiales probatorios que se utilizan con mayor frecuencia en 

los casos de Violencia Intrafamiliar para alcanzar un grado de conocimiento de probabilidad de 

verdad al momento de trasladar el escrito de acusación son los siguientes: 

 Los testimonios de las víctimas, los testigos y peritos pueden ser fundamentales para 

demostrar la existencia del delito y la responsabilidad del agresor. Estos testimonios deben 

ser coherentes, detallados y precisos. 

 Informes médicos y psicológicos elaborados por profesionales competentes, que evidencie 

la existencia de lesiones físicas o psicológicas en las víctimas. 

 Pruebas documentales como correos electrónicos, mensajes de texto, fotografías, videos y 

grabaciones de audio pueden utilizarse como elementos materiales probatorios para 

demostrar la existencia del delito y la responsabilidad del agresor. 

De otra parte, se debe tener en cuenta al momento de investigar hechos de Violencia 

Intrafamiliar existen otras opciones diferentes a la penal para abordar esa problemática, como son: 

 Medidas de protección que pueden incluir órdenes de alejamiento o desalojo, que prohíban 

al agresor acercarse a la víctima o a su lugar de trabajo o residencia. 

 Terapia y programas de tratamiento para ayudar a los agresores a reconocer y controlar su 
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comportamiento violento. Estos programas pueden incluir terapia individual, grupal o de 

pareja. 

 Educación y prevención para concientizar sobre la Violencia Intrafamiliar y promover 

relaciones saludables y no violentas. 

 Servicios de apoyo y ayuda a las víctimas (asesoramiento, terapia, servicios legales y 

servicios de emergencia). Estos servicios pueden ser ofrecidos por organizaciones 

gubernamentales o no gubernamentales. 

Dada la existencia de otras formas que pueden conllevar  a una reparación integral de la 

víctima, la restauración de la unidad y armonía familiar y una resocialización del agresor sin que 

medie una sanción penal, es que el tipo penal de Violencia Intrafamiliar puede ser objeto de 

aplicación del principio de oportunidad, inicialmente en modalidad de suspensión dentro del marco 

de la justicia restaurativa (Ley 600 de 2000, art. 324), para lo cual el procesado debe reconocer las 

agresiones, pedir perdón, reparar integralmente a la víctima y demostrar una garantía de no 

repetición. 

 

 

Ruta de atención integral en casos de Violencia Intrafamiliar-judicialización 

Teniendo en cuenta que la Violencia Intrafamiliar era una problemática social que se venía 

invisibilizando hace muchos años bajo el concepto que era un asunto privado tal como lo ha indicó 

la Corte Constitucional, La Fiscalía General de la Nación en el año 2006 creó Los Centros de 

Investigación y Atención Integral a Víctimas Violencia Intrafamiliar (CAVIF), los cuales están 

instituidos en las 35 Direcciones Seccionales del territorio Nacional. 

Estos grupos tienen como propósito ofrecer a la ciudadanía atención en las áreas 

psicológica, social, jurídica, medicolegal e investigativa, de forma que se promueva mecanismos 

de protección a las víctimas y para ‘restaurar familias en situación de Violencia Intrafamiliar’. Al 

respecto del CAVIF, mencionan Rodríguez et al. (2010, pp. 356-357): 
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Es un modelo de justicia restaurativa tanto en el sistema mixto como en el Sistema 

Acusatorio. No sólo se persigue al agresor, sino que también se apoya a la víctima y a su 

núcleo familiar para superar las secuelas de una agresión. De esta manera, se asume que la 

justicia restaurativa permite el restablecimiento pleno de los derechos de las víctimas 

porque se detiene la violencia, se aleja al agresor y se brindan medidas de protección. 

Es así, que la Fiscalía General de la Nación durante los últimos años ha priorizado el delito 

de Violencia Intrafamiliar, lo que conlleva a brindar atención inmediata a estos casos una vez se 

tiene conocimiento del hecho delictivo, de tal manera que se dé respuesta efectiva en materia de 

justicia a través de la recolección de los elementos materiales probatorios necesarios y suficientes 

para vincular al victimario al proceso penal en poco tiempo y que permita obtener una sentencia 

condenatoria en su contra. 

En estos casos, la versión de la víctima es el principal elemento de conocimiento para 

confirmar la conducta, determinar la lesión causada a la unidad y armonía familiar, establecer la 

individualización, identificación y responsabilidad penal del autor. Además, para obtener 

información que permita ubicar y entrevistar testigos directos e indirectos, y recaudar EMP de 

corroboración periférica. 

Es por ello, que desde el primer abordaje a la víctima por parte de la Policía Judicial o 

receptor de denuncia, ésta debe ser integral para obtener información detallada de las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se dio cada agresión, de tal manera que se haga una 

investigación en contexto para determinar si los actos de violencia son aislados o sistemáticos dada 

la condición de mujer o alguna condición especial que tenga la víctima, lo cual es pertinente y 

necesario para determinar si el hecho se adecua al tipo penal básico o agravado. Además, ese 

abordaje integral evita la revictimización secundaria, la cual se da mediante requerimientos de 

ampliación de la denuncia. Es de suma importancia que al momento de recibir la versión de la 

víctima quede expreso esa violencia, si es de carácter psicológica, que se registre las emociones 

que exprese o se denote en la víctima (temor hacía el agresor, tensión, cambios comportamientos, 
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hábitos nocivos como fumar, tomar licor, consumo de sustancias, intentos suicidas, otros). 

Ahora bien, ese abordaje integral debe contener información sobre los integrantes del 

núcleo familiar, la descripción de cada uno de los hechos de violencia vivido, la afectación causada 

a cada uno de los integrantes del núcleo familiar, el conocimiento que tengan las diferentes 

entidades administrativas. También es muy importante dejar constancia del estado emocional, 

comportamental y físico de la víctima en el momento de la denuncia. 

Aunado a lo anterior, en el desarrollo de los actos urgentes se expiden medidas de 

protección que son apoyadas por la Policía Nacional, se verifica la existencia de elementos 

materiales probatorios o se preconstituyen los mismos con la remisión de la víctima a un centro de 

salud y la INMLCF para valoración médica y psicológica inmediata con el propósito de que se 

documente las lesiones físicas y/o psicológicas causadas a la víctima. Además, se coordina con la 

Comisaría de Familia la atención del núcleo familiar. 

En cuanto a la obtención de datos investigativos de corroboración se debe abordar a los 

testigos directos o indirectos de los hechos de Violencia Intrafamiliar para que informen en 

contexto la dinámica de la relación familiar y sus integrantes antes, durante y después del hecho 

(aislamiento, humillaciones, descalificaciones, coerción, señales que utiliza la víctima de 

sumisión, temor, cambios negativos de comportamiento). 

Es fundamental la inspección al lugar de los hechos, las labores de vecindario, el análisis 

de la historia clínica, registros médicos y valoraciones de medicina legal; la recolección de 

mensajes, registros fotográficos y/o videográficos que existan del antes, durante y después del 

hecho violento. 

En la recolección de los elementos de conocimiento como ya se indicó, se debe documentar 

a través de valoración psicológica o psiquiátrica los daños o secuelas que se le haya causado a la 

víctima a raíz de ese maltrato (sentimientos de culpa, ira, ansiedad, depresión, aislamiento familiar 

o social, baja autoestima, pérdida de la concentración, alteración en el sueño, disfunción sexual 

imitación para la toma de decisiones y acción suicida, entre otros). 
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Conforme a lo anterior, se debe abordar los indicadores de esclarecimiento que han tenido 

los CAVIF durante los últimos años y para ello se debe acudir a las estadísticas reportadas por la 

Fiscalía General de la Nación. 

A continuación, se evidencian las cifras en el comparativo de avance de esclarecimiento 

Violencia Intrafamiliar, teniendo como ejemplo la estadística de la Seccional Risaralda en el 

periodo comprendido del 01 de enero al 05 de julio 2023. 

 

Tabla 1 

Cifras en el comparativo de avance de esclarecimiento Violencia Intrafamiliar 

Año 2021 Año 2022 Año 2023 

Casos 

efectivos 

Avance de 

esclarecimiento 

año corrido 

% 

avance 

Casos 

efectivos 

Avance de 

esclarecimiento 

año corrido 

% 

avance 

Casos 

efectivos 

Avance de 

esclarecimiento 

año corrido 

% 

avance 

2.350 577 24,55% 1.130 819 72,48% 871 789 90,59% 

Nota. Elaboración propia a partir de la información obtenida del Oficio 807 (Fiscalía General de 

Nación, 2023). 

En cuanto a la atención inmediata de los casos de Violencia Intrafamiliar se observa un 

alto porcentaje en continuo crecimiento en los últimos años, lo cual se evidencia en el indicador 

denominado avance de esclarecimiento (programación del caso para traslado del escrito de 

acusación o solicitud de captura). Lo anterior demuestra la prioridad que tiene esta conducta penal 

para el órgano de persecución penal, dando respuesta oportuna a las víctimas en aras de prevenir 

nuevos hechos de violencia y en procura de un juzgamiento célere. 

Ahora bien, respecto a las sentencias condenatorias por el delito de Violencia Intrafamiliar 

se observa que son muy bajas, lo que permite inferir que existe una problemática que surge entre 

las etapas de investigación y juzgamiento, la cual tiene como centro a la misma víctima quien es 

el principal medio para llevarle el conocimiento al juez, máxime cuando en la mayoría de los casos 

los hechos ocurren a puerta cerrada y sin testigos. 
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Es así, que entre la etapa de investigación y hasta antes de iniciarse el juicio oral, muchas 

víctimas se desinteresan en el proceso por diferentes causas, unas porque se encuentran inmersas 

en el ciclo de violencia (conflicto, violencia, justificación - reconciliación, normalidad); otras 

porque con el paso del tiempo restauran la relación con el agresor y retoman el derecho contenido 

en el artículo 33 de la Constitución Política (1991), y el artículo 385 de la Ley 906 de 2004 para 

no declarar en contra del cónyuge, compañero permanente o familiares más próximos; otras porque 

se rehúsan a no declarar bajo al amparo del artículo 33 de la Constitución Política de 1991 a pesar 

de que no tienen ningún vínculo vigente con su agresor, y otras porque se desaparecen 

voluntariamente y no es posible ubicarlas para hacerlas comparecer. 

Respecto a las varias situaciones en las que una víctima no declara en juicio, la única en la 

que no se puede incorporar sus versiones dadas por fuera del juicio como prueba de referencia 

admisible es cuando ésta aún conserva algún tipo de vínculo con el agresor, bien sea de afinidad, 

consanguíneo o civil y se acoge al artículo 33 Constitucional (1991) que “tiene como fundamento 

la protección de los lazos de amor, afecto y solidaridad, y en general, el respeto a la autonomía y 

la unidad de la institución de la familia”; y además, es una “garantía de no incriminación del 

cónyuge, compañero permanente y parientes cercanos que persigue salvaguardar el vínculo entre 

el autor o cómplice del hecho punible y sus familiares” (Sentencia T-321 de 2017). En estos casos 

la víctima propende en buscar una solución negociada y no tienen interés en que el agresor sea 

privado de la libertad. En consecuencia, sin el testimonio de la víctima y sus versiones como prueba 

de referencia admisible, la sentencia probable será de carácter absolutorio a pesar de que existan 

elementos de corroboración periférica. 

Para solucionar esta problemática en específico y evitar una sentencia absolutoria, la 

Fiscalía General de la Nación tiene la opción de aplicar el principio de oportunidad en modalidad 

suspensión dentro del causal que contempla la justicia restaurativa y una vez cumplida las 

condiciones impuestas al procesado (Ley 600 de 2000, art. 324), aplicar el principio de oportunidad 

en la modalidad renuncia, logrando con ello unos mínimos de justicia para la víctima ya que 
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materialice el derecho a la verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición, sin que su 

familiar cercano sea privado de la libertad. 

En los casos de la desaparición voluntaria de la víctima y la renuencia a no declarar bajo 

al amparo del artículo 33 de la Constitución Política de 1991, a pesar de que no tienen ningún 

vínculo vigente con su agresor, no representa mayor inconveniente para que la Fiscalía General de 

la Nación al momento de solicitar la incorporación de las versiones dadas por fuera del juicio como 

prueba de referencia admisible. En el primer caso la Fiscalía General de la Nación debe demostrar 

sumariamente al juez de conocimiento que realizó actos necesarios para ubicar y hacer comparecer 

a la víctima y ante su desaparición voluntaria se configura un evento similar conforme al literal b 

del artículo 438 del CPP (Ley 600 de 2000), al respecto la Sentencia SP4770 de 2020 (Corte 

Suprema de Justicia), en Sala Penal on radicado 55365 del 02 de diciembre de 2020 indicó que: 

La Sala ha venido consolidando una pacífica línea jurisprudencial de acuerdo con la cual 

es admisible como prueba de referencia la declaración rendida con antelación al juicio oral 

por quien ha desaparecido voluntariamente o no ha sido posible lograr su comparecencia 

no obstante las labores para obtener su testimonio en ese ámbito. 

En el segundo caso, la Fiscalía General de la Nación deberá demostrar sumariamente que 

la víctima no puede acogerse al artículo 33 Constitucional (1991) porque al momento del juicio no 

tiene lazos de amor, afecto y solidaridad, ni unidad familiar con el agresor, es decir, que la finalidad 

de protección de dicho artículo ha desaparecido. Ante la renuencia de declarar, se deberá solicitar 

al juez de conocimiento que se tenga como un testigo hostil, caso en el que se tomará como un 

testigo no disponible, que se adecua un evento similar dispuesto en el literal b del artículo 438 del 

CPP (Ley 600 de 2000), al respecto la Sentencia SP4940 de 2019 (Corte Suprema de Justicia), en 

Sala Penal con radicado 51295 del 13 de noviembre de 2019, indicó respecto al testigo hostil que, 

las declaraciones anteriores se deben incorporar a manera de prueba de referencia, pues la 

confrontación en esas condiciones es imposible (rehusarse a responder es tanto como no asistir). 
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En los casos de que la víctima se encuentre inmersa dentro del denominado ciclo de 

violencia (conflicto, violencia, justificación - reconciliación, normalidad), la Fiscalía General de 

la Nación deberá demostrar sumariamente dicha situación para lograr incorporar como prueba de 

referencia admisible las versiones dadas con anterioridad por fuera del juicio oral. En este sentido, 

la Sentencia SP3274 de 2020 (Corte Suprema de Justicia), con radicado No.50587 del 02 de 

septiembre de 2020 dispuso que de inferirse: 

Que la invocación del privilegio previsto en el artículo 33 superior no es producto de una 

decisión libre, sino de las secuelas del maltrato, de las presiones derivadas de la 

dependencia económica u alguna otra expresión de la relación de desequilibrio y 

sometimiento, sus declaraciones anteriores también pueden incorporarse como prueba de 

referencia. Ello, por cuanto el evento encaja en la cláusula abierta prevista en el literal b 

del artículo 438 de la Ley 906 de 2004, en la medida en que la no disponibilidad del testigo 

es consecuencia del delito mismo (…). 

Ahora bien, las versiones de la víctima dadas por fuera de juicio de ser admitidas como 

prueba de referencia, por si solas no conllevan a una sentencia condenatoria por expresa 

prohibición legal del artículo 381 (Ley 600 de 2000) el cual dispone que ‘La sentencia 

condenatoria no podrá fundamentarse exclusivamente en pruebas de referencia’. 

Para lograr una sentencia condenatoria la prueba de referencia se debe complementar con 

pruebas de corroboración periférica como son las valoraciones medicolegales, testigos de las 

secuelas de las agresiones, u otro elemento de conocimiento que evidencia de manera directa o 

indirecta el maltrato verbal y/o psicológico (fotografías, videos, conversaciones, otros). Respecto 

a la prueba de corroboración periférica el Expediente 40893 de 2013 (Corte Suprema de Justicia) 

en Sala Penal indicó lo siguiente: 

(…) en la labor de apreciación probatoria el juzgador puede arribar al grado de 

conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y la responsabilidad del acusado, 

utilizando la mencionada prueba de referencia, bajo el supuesto que, al juicio oral, público 
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y concentrado se allegaron otros elementos de conocimiento que confirman su contenido, 

en relación con los mencionados aspectos. 

Es decir, que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete 

estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y 

que comprometa la responsabilidad del acusado. En síntesis, la sistemática procesal contenida en 

la Ley 906 de 2004, establece que el fallo de condena no se puede soportar en prueba de referencia, 

a menos que los hechos incriminantes para el acusado se puedan corroborar con otros elementos 

de juicio allegados al debate público y hubiesen sido susceptibles de confrontación. 

De lo expuesto, se puede concluir que el tipo penal de Violencia Intrafamiliar tiene como 

particularidad la exigencia momentánea que hace la víctima respecto a la celeridad en la justicia 

con el fin de que le protejan sus derechos. Sin embargo, con el pasar del tiempo conforme a los 

términos que trae el Código de Procedimiento Penal para las etapas procesales, la mayoría de las 

víctimas se desinteresan en el proceso y en el juicio oral se niegan a declarar en contra de su 

victimario por diferentes causas como se indicó anteriormente, conllevando a que sus casos se 

definan con una sentencia absolutoria, la cual a su vez representan un obstáculo para el Estado en 

cuanto a su propósito de erradicar toda forma de violencia contra la familia como institución básica 

de la sociedad, como se corrobora en las siguientes cifras de casos en etapa de indagación y juicio 

tomadas como ejemplo de la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, comparativo periodo 

comprendido del 01 al 05 de julio 2023: 

Tabla 2 

Casos en etapa de indagación y juicio comparativo periodo comprendido del 01 al 05 de julio 

2023. 

 Casos 

Etapa Año 2021 Año 2022 Año 2023 

Indagación 1.710 1.537 904 

Juicio 632 437 150 

Nota. Elaboración propia a partir de la información obtenida del Oficio 807 (Fiscalía General de 



 
 
 
  
 
Seccional Pereira 
Centro de Investigaciones Socio Jurídicas 

 

20 
 

Nación, 2023). 

Ahora bien, para solucionar en parte la situación presentada con las víctimas respecto a no 

declarar, el Código de Procedimiento Penal autoriza la prueba anticipada para el delito de 

Violencia Intrafamiliar. No obstante, su utilización en juicio oral se encuentra condicionada a 

demostrar sumariamente al juez la existencia de revictimización, riesgo de violencia o 

manipulación, o afectación emocional o dependencia económica del testigo respecto al agresor. 

 

 

Conclusiones 

La Violencia Intrafamiliar es una problemática compleja y multicausal, que no solo 

obedece a problemáticas relacionadas con la interacción familiar, sino también a abordajes 

socioculturales y patrones de conducta, que requieren una intervención general para la familia y 

no solo para la víctima y el victimario, ya que la afectación no es individual, sino que es colectiva. 

El CAVIF se han convertido en un mecanismo de respuesta oportuna a las víctimas en 

materia cautelar para la protección de sus derechos, ya que con su actuar célere se logra la 

consecución de los elementos de conocimiento necesarios para que el Fiscal ejerza la acción de 

persecución penal en un plazo razonable, de tal manera que cesen los actos de violencia, 

independiente de cómo termine el proceso. Además, ese actuar ha conllevado a que en los últimos 

años los casos de Violencia Intrafamiliar en el departamento de Risaralda estén disminuyendo, lo 

que puede significar que la estrategia de priorización y respuesta rápida este disuadiendo a los 

integrantes de la familia para que no incurran o reincidan en actos de violencia en contra de alguno 

de sus miembros. 

De otra parte, se observa que el legislador ha introducido múltiples cambios al tipo penal 

de Violencia Intrafamiliar conllevando a dársele una mayor visibilidad a la víctima y una mayor 

garantía de sus derechos; pero la realidad evidencia que son pocos los procesos que terminan con 
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una sentencia condenatoria, ya que en la mayoría de los casos la misma víctima se acoge al artículo 

33 Constitucional o propone la aplicación de figuras como el principio de oportunidad. 

La Fiscalía General de la Nación en materia de política criminal tiene establecido en 

principio respecto al delito de Violencia Intrafamiliar la irrenunciabilidad a la acción penal. De ahí 

que los fiscales deben ser estrictos y aplicar de manera sistemática los pronunciamientos realizados 

por la Corte Suprema de Justicia en cuanto a la prueba de referencia soportada en prueba de 

corroboración periférica, y la Corte Constitucional respecto a la finalidad que tiene el artículo 33 

de la Constitución Política, relacionados en este artículo. Por lo tanto, ante manifestaciones 

realizadas por las víctimas en etapas tempranas del proceso penal respecto a no declarar en contra 

de su agresor bajo el amparo del referido artículo, el fiscal debe continuar con el proceso teniendo 

que las relaciones familiares son cambiantes y no puede dar por sentado que la víctima mantendrá 

su vínculo con el agresor hasta el momento que deba declarar en el juicio, máxime cuando existan 

pruebas de corroboración. El fiscal deberá determinar con suficiencia si realmente una víctima se 

puede o no amparar en el artículo 33 Constitucional, es decir, que no se quede solamente con el 

dicho que hace la víctima en ese sentido, sin verificar y obtener elementos de conocimiento que 

demuestren si realmente se puede o no amparar en el derecho constitucional precitado. En el caso 

que no se demuestre la existencia de un vínculo y ante la renuencia de la víctima a declarar, los 

fiscales deben continuar el proceso hasta la finalización del juicio oral, buscando una sentencia 

condenatoria, lo que debe propender en la erradicación de la violencia al interior de la familia. 
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